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  AZERBAIYÁN





En el Párrafo 21 de sus observaciones finales al Segundo Informe Periódico de Azerbaiyán, el Comité de Derechos Humanos observó “el hecho de que la ley no cuenta con estipulación alguna que haga refencia al estatus de objetor de conciencia al servicio militar” y recomendó que “El Estado parte debe garantizar que las personas responsables de realizar el servicio militar puedan declararse objetores de conciencia y realizar un servicio alternativo sin discriminación”.�





No hay evidencia alguna de que la situación a este respecto haya cambiado en los siete años transcurridos desde entonces; por tanto, es importante que al examinar el Tercer Informe Periódico de Azerbaiyán, el Comité dé seguimiento a aquellas sus observaciones finales previas. 





La Internacional de Conciencia e Impuestos por la Paz está preocupada por el constante aplazamiento por parte de Azerbaiyán de la tarea de elaborar una estipulación legislativa para los objetores de conciencia al servicio militar; ya que el Estado:


indica que el “proyecto de ley sobre servicio alternativo”, cuya redacción -según se informa- se está considerando, impondría condiciones punitivas y discriminatorias para el servicio a realizar por los objetores de conciencia;


no publica el texto del proyecto de ley, lo que provoca preocupación en torno a que en otros aspectos (v.g., la no discriminación entre diferentes motivos de objeción) pudiera no satisfacer las normas internacionales aplicables, según se establece, entre otras, en la Resolución 1998/77 de la Comisión de Derechos Humanos y en la Recomendación R(87)8 del Comité de Ministros del Consejo de Europa;    


impone una responsabilidad continua sobre los objetores de conciencia que los hace ser encarcelados y tal vez ser castigados repetidamente por rehusarse a realizar el servicio militar; 


incluye estipulaciones en las enmiendas recientes a la Ley sobre Religión que parecen estar dirigidas contra los objetores de conciencia y sus comunidades religiosas.








Antecedentes legislativos





En el Párrafo 454 del Informe de País se cita el Artículo 2, Parte 3 de la “Ley de Conscripción Militar de la República de Azerbaiyán (Principios Básicos)”, que data de 1992 y en donde se establece que quienes “por razones de sus creencias... no puedan ser llamados a participar activamente en el servicio militar serán requeridos para realizar un servicio alternativo (conscripción civil) por un período de 24 meses”. Sin embargo, esta estipulación por sí sola no tiene efecto en la práctica, pues no define qué tipo de creencias justificarían ser liberado de la obligación de realizar el servicio militar. El 4 de febrero de 2005, en relación a Mahir Bagirov, objetor de conciencia Testigo de Jehová, la Suprema Corte de Azerbaiyán encontró que una estipulación semejante que fuera posteriormente incorporada como Artículo 76 de la Constitución de 1995� no otorgaba ningún derecho a objetar de conciencia el servicio militar en la ausencia de una ley específica de implementación.�





La historia de dicha ley de implementación es un extraño teatro de sombras.





Según se reportó, en 1991 el parlamento de la República Soviética Socialista de Azerbaiyán aprobó una ley de servicio alternativo� que nunca fue publicada oficialmente y mucho menos implementada. Parece ser que ésta se desvaneció con la disolución de la Unión Soviética y la subsecuente creación de la nación independiente de Azerbaiyán.





En 1998, un nuevo proyecto de ley llegó a la mesa de discusiones, pero fue rechazado por el Parlamento.�





En el 2000, para obtener la membresía al Consejo de Europa, Azerbaiyán se dio a la tarea de elaborar una ley sobre objeción de conciencia y se propuso tenerla lista para enero del 2003; no obstante, no lo hizo. A principios del 2004, se informó que estaba por enviarse al Parlamento un proyecto de ley sobre servicio alternativo (que, por supuesto, no es necesariamente lo mismo que una ley sobre objeción de conciencia), y esta vez la idea tampoco llegó a materializarse.�  No obstante, con el tiempo, se envió un borrador al Consejo de Europa para su revisión, mismo que fue devuelto el 23 de octubre de 2006; en febrero de 2008, el Comisionado de Derechos Humanos del Consejo de Europa se quejó de que no se había hecho nada más después de ello y observó que “la cuestión no ha recibido el trato que merece”, además de instar a “la rápida aprobación de una ley en donde se establezca un servicio civil alternativo”.�


Una subsiguiente resolución de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa incluía la recomendación de que “la ley sobre servicio civil alternativo debería ser aprobada sin mayores demoras, de acuerdo con el compromiso de Azerbaiyán para ingresar”.�


	Entre tanto, en mayo de 2008, una agencia de noticias informó que Safa Mirzayev, descrito como “la cabeza de la Administración del Parlamento Azerbaiyano”, afirmó que las “organizaciones internacionales” ya habían aprobado un borrador, mismo que estaba listo para ser aprobado por el Parlamento en su sesión de primavera. Sin embargo, fuentes de la sociedad civil se quejaron de que el texto siguiera tratándose en secreto y por el hecho de que no hubiera habido consulta pública alguna en torno al proyecto de ley.� Tras la resolución de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, un miembro azerbaiyano de la Asamblea señaló que la introducción de este proyecto de ley era ahora el único punto sobresaliente de los “criterios para ingresar”, pero que, sin embargo, la implementación de la ley estaría condicionada por la recuperación del control sobre el Alto Karabaj por parte de Azerbaiyán.�  La implícita restricción a los derechos humanos de los ciudadanos del propio país como elemento de negociación en una disputa por la soberanía parece seguir una lógica muy distorsionada.





	Aún así, no surgieron detalles que sugirieran progreso alguno en la decisión parlamentaria y el proyecto de ley siguió sin publicarse. No obstante, al hablar en otra conferencia de prensa en septiembre de 2008, Mirzayev dio fuertes indicaciones de que impondría condiciones discriminatorias y punitivas a cualquier servicio alternativo que se permitiera a los objetores de conciencia, reafirmando con ello los temores que se tenían de que tanto secreto en torno al proceso buscara esconder aspectos de las propuestas que no cumplen con las normas internacionales. Entre las afirmaciones que, según se reportó, hiciera Mirzayev pueden citarse las siguientes: “La duración del servicio militar se acorta cada vez más en Europa. En la mayoría de los países es de seis meses. Sólo las personas que no se adhieren al servicio militar debido a sus convicciones pasan a un servicio alternativo en Europa. Participan en servicios públicos, renovación de hospitales y ciudades. La actitud hacia el servicio militar es diferente en Azerbaiyán por las condiciones de guerra. Por ello, no debemos implementar esta tarea como si fuéramos europeos” […] “el servicio alternativo debería ser de largo plazo y sus condiciones deberían ser más difíciles que las del servicio militar para evitar que la gente evada el servicio militar con cualquier pretexto” […] “Los expertos locales e internacionales no están de acuerdo con mi postura y dicen que no cumple con las normas internacionales. Sin embargo, la Ley sobre Servicio Alternativo será aprobada en cualquier caso y de todas formas”.� 


	En la Reunión sobre la Implementación de la Dimensión Humana de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa, en octubre de 2008, Azerbaiyán volvió a insistir en que actualmente el Parlamento estaba ponderando el proyecto de ley,� pero no dio detalles, ni información adicional alguna en respuesta a la pregunta que Eslovenia enviara por adelantado al Grupo de Trabajo del Examen Periódico Universal del Consejo de Derechos Humanos en febrero de 2009, que rezaba: “¿Cuándo planea el Gobierno de Azerbaiyán introducir la legislación para que entre en vigor en la práctica la estipulación Constitucional que permite la objeción de conciencia al servicio militar?”� 


	En tanto que la legislación para implementar en la práctica el derecho a objetar de conciencia el servicio militar sigue detenida, hay temores de que algunas de las enmiendas a la Ley sobre Religión y las secciones correspondientes del Código Penal aprobadas por el Parlamento el 8 de mayo de 2008 tengan el propósito contrario, a saber, el de sancionar aún más a los objetores de conciencia y a sus comunidades religiosas. El Artículo 4 de la Ley sobre Religión penaliza “el rehusarse o negarse a cumplir con obligaciones determinadas por la ley a causa de sus creencias religiosas”, y el Artículo 12 permite proscribir organizaciones religiosas por “incitar a las personas a rehusarse a ejecutar tareas exigidas por la ley”. �	





El trato a los objetores de conciencia


A falta de una legislación específica, los objetores de conciencia por lo regular se declaran como tales, citando las estipulaciones de la constitución, cuando se les solicita que se registren en el servicio militar. Azerbaiyán es uno de muchos países donde la cifra de personas con obligación de realizar el servicio militar sobrepasa la capacidad real de las fuerzas armadas, por lo que en la práctica muchos objetores quedan sin ser llamados. Según el Libro de hechos mundiales de la CIA, anualmente, más de 90,000 hombres llegan a la edad para realizar el servicio militar de 17 (aunque otras fuentes dicen que son 18) meses.� No obstante, se calcula que la fuerza total activa de las fuerzas armadas Azerbaiyaníes es de 66,740.� En 2002, una fuente del gobierno de Azerbaiyán citó una cifra de no menos de 2,000 “jóvenes que evaden el ejército por motivos religiosos”, entre los cuáles mencionó a Testigos de Jehová, Hare Krishnas y miembros de algunas iglesias Protestantes. Se sugirió que dichas personas podrían enfrentar cargos penales.�





La experiencia general de los objetores de conciencia ha sido que: luego de un cierto grado de acoso por parte de las autoridades militares de reclutamiento, se les ha dejado en paz sin obligárseles a realizar el servicio militar.� No obstante, en la actualidad ha habido algunas acusaciones en virtud del Artículo 321.1 del Código Penal que establece una pena de hasta dos años de cárcel por evadir el servicio militar. 





En el 2002 se inició un proceso legal contra dos Testigos de Jehová objetores de conciencia; aunque posteriormente se abandonó. A este caso siguió el de Mahir Bagirov en el 2004, ya antes citado. Posteriormente, el 21 de julio de 2006, el Tribunal de Distrito de Sabail, en Bakú, impuso una sentencia suspendida de seis meses para Mushfiq Mammedov, quien estuviera detenido en la cárcel de investigación de Bayil, en Bakú, desde el momento de su arresto el 28 de abril hasta su liberación en arresto domiciliario por fallo del tribunal el 26 de mayo.�  En octubre de 2007, Samir Husneyov, Testigo de Jehová, fue sentenciado por el Tribunal de Distrito de Geranboy, al occidente del país, a diez meses de cárcel por rehusarse a realizar el servicio militar. Entre enero y abril de 2008 permaneció detenido en la Colonia Penal número 16 dentro del distrito de Bina, en Bakú. Hubo dos apelaciones que fueron denegadas; pero en la segunda, el 1ero de mayo de 2008, el Tribunal Regional de Apelaciones, en Gyanja, dictó que la sentencia inicial había sido excesiva, por lo que ordenó inmediata puesta en libertad. Dicho fallo, no obstante, no borra el historial del acusado.� Una solicitud conjunta de Mammedov y Husenyov, con fecha del 7 de marzo de 2008, está en espera ante la Corte Europea de Derechos Humanos.�  





El 5 de junio de 2008, se inició una segunda acusación por los mismos cargos en contra de Mammedov,� pero no ha habido informes sobre si esto dio como resultado un juicio que hubiera violado el principio de ne bis in idem, en virtud de los criterios estipulados en el Párrafo 55 del Comentario General no. 32 de julio de 2007 del Comité de Derechos Humanos, donde se citan las decisiones previ
